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D. Isaac Merino Jara

D.ª Esperanza Córdoba Castroverde

D. Manuel Fernández-Lomana García

D.ª María Dolores Rivera Frade

En Madrid, a 26 de mayo de 2026.

Esta Sala ha visto , constituida en su Sección Segunda por los Excmos. Sres. Magistrados que figuran indicados
al margen, el recurso de casación nº 2942/2023,interpuesto por el Abogado del Estado, en la representación
que legalmente ostenta de la ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO,contra la sentencia de 26 de enero
de 2023, dictada por la Sección Séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional
en el recurso nº 964/2019.

Ha comparecido como recurrido el procurador don Jacobo Gandarillas Martos, en nombre y representación
de la sociedad mercantil ALTIMEX, S.L.U.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Francisco José Navarro Sanchís.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-Resolución recurrida en casación y hechos del litigio.

1.Este recurso de casación tiene por objeto la mencionada sentencia de 26 de enero de 2023, en cuyo fallo
se declara, literalmente, lo siguiente:

"[...] La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección Séptima, ha decidido:

1º.- ESTIMAR el recurso contencioso-administrativo interpuesto ante esta Sala de lo Contencioso-Administrativo
por el Procurador D. JACOBO DE GANDARILLAS MARTOS, en nombre y representación de ALTIMEX S.L,
impugnada en autos de 20 de febrero de 2.019, R.G 7609/2015 y 3732/2016, a la que se contrae el presente
recurso, la cual se anula por no ser conforme a derecho, así como las liquidaciones de las que deriva.

2º.- Condenar a la parte demandada al pago de las costas procesales, las cuales se cifran en 4.000 euros por
todos los conceptos [...]".

SEGUNDO.-Preparación y admisión del recurso de casación.

1.Notificada la sentencia, el Abogado del Estado, en la representación que ostenta, presentó escrito de
preparación del recurso de casación el 21 de marzo 2023.

2.El escrito de preparación, tras justificar los requisitos reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la
sentencia, identifica como normas jurídicas que, en principio, serán objeto de interpretación los artículos 6.2
de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre de Impuestos Especiales y de la doctrina jurisprudencial del TJUE, en
relación con la interpretación del concepto de fuerza mayor recogida en las Directivas 92/12/CEE y 2008/118/
CEE, de 18 de diciembre, de Consejo de la UE, sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras
normas distintas, si así lo exige el debate finalmente trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.

3.La Sala a quotuvo por preparado el recurso de casación mediante auto de 17 de abril de 2023, que ordenó
el emplazamiento de las partes para comparecer ante este Tribunal Supremo. El Abogado del Estado ha
comparecido como recurrente, el 3 de mayo de 2023; y el procurador Sr. Gandarillas Martos, como recurrido,
lo ha hecho el 1 de junio de 2023, ambos dentro del plazo de 30 días del artículo 89.5 LJCA.

TERCERO.-Interposición y admisión del recurso de casación.

La Sección primera de esta Sala admitió el recurso de casación en virtud de auto de 6 de marzo de 2024, en que
aprecia la concurrencia del interés casacional objetivo para formar jurisprudencia, en estos literales términos:

"[...] Discernir, interpretando el artículo 6.2 de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales , si debe considerarse
como un supuesto de no sujeción al impuesto el robo de mercancías -fundamentalmente tabaco de distintas
marcas- de las instalaciones de una empresa, que son a la vez depósito aduanero y fiscal, entendiéndose que
integra un supuesto de caso fortuito o de fuerza mayor o, por el contrario, salvo en los casos en los que se
acredite fehacientemente que del robo se haya derivado su destrucción o inutilización, o bien, la imposibilidad de
su comercialización, incluso irregular, y su consumo, se entiende que el robo no constituye una pérdida debida
a un caso fortuito o fuerza mayor en el sentido del citado artículo 6.2 y a la luz de la doctrina del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea [...]".
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2. El Abogado del Estado interpuso recurso de casación en escrito de 18 de abril de 2024, en el que se solicita
de este Tribunal Supremo lo siguiente:

"[...] En base a todo lo expuesto, se solicita la estimación del recurso con consiguiente anulación de la sentencia
estimatoria de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional Sección Séptima - de 26 de
enero de 2023 (r. 964 2019, dictada en el recurso interpuesto por ALTIMEX S.L. contra resolución del TEAC de 20
de febrero de 2019, por ser contraria a derecho y que, interpretando correctamente los preceptos identificados en
el auto de admisión siente, en primer lugar, como doctrina jurisprudencial que: Salvo en los casos en los que se
acredite fehacientemente que del robo se haya derivado su destrucción o inutilización, o bien, la imposibilidad de
su comercialización, incluso irregular, y su consumo, se entiende que el robo no constituye una pérdida debida a
un caso fortuito o fuerza mayor en el sentido del artículo 6.2 de la Ley 38 1992, de 28 de diciembre, de Impuestos
Especiales, a la luz de la doctrina del TJUE, no encontrando, por tanto, amparo en el supuesto de no sujeción
de ese precepto y apartado.

La estimación del recurso ha de llevar a esa Sala a la desestimación del recurso del obligado contra la resolución
del TEAC y a la confirmación, por tanto, de las liquidaciones impugnadas ante el mismo.

En su virtud, SUPLICA A LA SALA que, habiendo por presentado este escrito y sus copias, se sirva admitirlo,
teniendo por interpuesto recurso de casación, previos los trámites legales, dicte sentencia por el que estimándolo
case la sentencia recurrida y declare que: Salvo en los casos en los que se acredite fehacientemente que del robo
se haya derivado su destrucción o inutilización, o bien, la imposibilidad de su comercialización, incluso irregular,
y su consumo, se entiende que el robo no constituye una pérdida debida a un caso fortuito o fuerza mayor en el
sentido del artículo 6.2 de la Ley 38 1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, a la luz de la doctrina
del TJUE, no encontrando, por tanto, amparo en el supuesto de no sujeción de ese precepto y apartado. y, acto
seguido, dicte fallo por el que se desestime el recurso contencioso administrativo interpuesto en la instancia
confirmando la resolución del TEAC impugnada [...]".

CUARTO.-Oposición al recurso de casación.

El procurador Sr. Gandarillas Martos, en nombre y representación del recurrido, presentó escrito de oposición
el 5 de junio de 2024, en el que se solicita:

"[...]

En suma, para sustentar el criterio exegético defendido de contrario sería necesario aplicar de forma directa el
artículo 7.4 Directiva 2008/118/CE y la jurisprudencia del TJUE que lo interpreta, pero como eso no puede hacerlo
un Estado miembro en perjuicio del ciudadano, porque no puede subsanar de ese modo la incorrecta trasposición
de la directiva, el recurso de casación debe ser desestimado, confirmando la decisión de la Sala a quo en el
presente caso. Y en su virtud, SUPLICA: que admita este escrito, tenga por formulada oposición al recurso de
casación contra la resolución indicada en el encabezamiento, y dicte sentencia que desestime el recurso de
casación y confirme la sentencia impugnada. Todo ello con imposición de costas a la parte recurrente [...]".

QUINTO.-Vista pública y deliberación.

Esta Sección Segunda no consideró necesaria la celebración de vista pública - artículo 92.6 LJCA-, quedando
fijada la deliberación, votación y fallo de este recurso el 12 de mayo de 2026, día en que efectivamente se
deliberó, votó y falló, con el resultado que seguidamente se expresa.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-Objeto del presente recurso de casación.

El objeto de este recurso de casación consiste, desde la perspectiva del interés casacional objetivo para formar
jurisprudencia, en discernir, interpretando el artículo 6.2 de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales, si debe
considerarse como un supuesto de no sujeción al impuesto el robo de mercancías -tabaco de distintas marcas-
de las instalaciones de una empresa, que son a la vez depósito aduanero y fiscal, entendiéndose que integra
un supuesto de caso fortuito o de fuerza mayor o, por el contrario, salvo en los casos en los que se acredite
fehacientemente que del robo se haya derivado su destrucción o inutilización, o bien, la imposibilidad de su
comercialización, incluso irregular, y su consumo, se entiende que el robo no constituye una pérdida debida
a un caso fortuito o fuerza mayor en el sentido del citado artículo 6.2 y a la luz de la doctrina del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea.

La sentencia impugnada en casación estimó el recurso nº 964/2019, seguido por la Sección Séptima de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional contra la resolución del Tribunal Económico-
Administrativo Central (TEAC) de 20 de febrero de 2019, desestimatoria de las reclamaciones interpuestas
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contra los acuerdos de liquidación del Impuesto Especial sobre las Labores de Tabaco, de 27 de julio de 2015
y 24 de mayo de 2016, adoptados por la Delegación Especial de Cataluña de la AEAT, por importe global de
580.435,90 euros.

SEGUNDO.-Cuestión de examen previo.

En el proceso de instancia, en la contestación a la demanda formulada por el abogado del Estado -parece ser
que por mera inadvertencia- se defendió la legalidad de un acto del TEAC diferente a aquél que se impugnó ante
la Audiencia Nacional por ALTIMEX, S.L. De hecho, la contestación se refiere, en todo momento, al Impuesto
sobre el Valor de la Energía Eléctrica, ajeno por completo a la cuestión debatida.

Puesta de manifiesto esa clara discordancia en el escrito de conclusiones formulado por la parte recurrente, el
Abogado del Estado no dice nada al respecto para reconocer o refutar ese alegato, pues emplea una fórmula
estereotipada presente en muchos escritos de conclusiones, en su FJ. Único, que afirma, con error, que

"Sentado lo anterior, y reiterándose en el escrito de conclusiones los fundamentos ya expuestos en la
demanda(sic), no podemos sino ratificarnos de nuevo en todos y cada uno de los fundamentos de Derecho
invocados en nuestro escrito de contestación, pues los mismos no han sido desvirtuados por la parte actora".

La sentencia que ahora impugna esa misma parte procesal se hace eco de la desviación procesal en que había
incurrido la Administración demandada, si bien analiza, sobre el fondo, la cuestión planteada en la demanda,
dándole la razón a la mercantil recurrente, con anulación de los actos impugnados.

Dice así la sentencia, al respecto:

"CUARTO.- Como cuestión previa ha de indicarse que la contestación a la demanda, que no se refiere al
supuesto de autos sino a otro distinto, no implica la existencia de un allanamiento procesal, porque no hay un
reconocimiento de la pretensión de la actora, sin perjuicio de que revele una verdadera falta de oposición a la
demanda, y en todo caso, una admisión tácita de los hechos objeto de controversia".

TERCERO.-El criterio de la sentencia de instancia, aquí impugnada.

No obstante esta circunstancia, la sentencia analizó el recurso por razones de fondo, las de determinar si la
situación fiscal creada con el robo de ciertas mercancías del depósito fiscal que poseía la demandante integra
el caso de no sujeción del impuesto previsto en el art. 6.2 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos
Especiales -LIIEE- y, en este caso, del Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

Sobre la interpretación del mencionado precepto, la sentencia fundamenta su fallo estimatorio en los
siguientes argumentos:

"Presupuesto lo anterior, procede examinar con carácter previo si la actora actuó con la diligencia debida cuando
tuvo lugar la sustracción de tabaco en su depósito fiscal y aduanero. Y en este sentido ha de llegarse a una
respuesta positiva, conforme a lo dispuesto en el art. 217.2 de la LEC 1/2000 , de 7 de enero, atendiendo al
informe de PROSEGUR, con quien la actora tenía contratada la seguridad del almacén, poniendo de relieve que
dicha sustracción se produjo en la nave aneja que pertenece a un tercero, por el procedimiento denominado
"butrón". Ello lo(sic) también el informe pericial de D.  Ambrosio , Ingeniero Industrial, que reconoce que se
cumplieron las medidas de seguridad activas y pasivas. Por otro lado, la actora tenía reconocida la condición de
operador económico autorizado (OEA), constando la certificación correspondiente, que le permitía contar con
las condiciones de seguridad correspondientes.

Como segunda cuestión, ha de plantearse el alcance de lo dispuesto en el art. 6.2 de la LIE 38/1992, el cual
dispone:

"Artículo 6. Supuestos de no sujeción.

No están sujetas en concepto de fabricación o importación:

1. Las pérdidas inherentes a la naturaleza de los productos objeto de los impuestos especiales de fabricación,
acaecidas en régimen suspensivo durante los procesos de fabricación, transformación, almacenamiento y
transporte, siempre que, de acuerdo con las normas que reglamentariamente se establezcan, no excedan de
los porcentajes fijados y se cumplan las condiciones establecidas al efecto.

2. Las pérdidas de productos objeto de los impuestos especiales de fabricación, acaecidas en régimen
suspensivo, por caso fortuito o de fuerza mayor, cuando no excedan de los porcentajes que se fijen
reglamentariamente o, cuando excediendo de los mismos, se haya probado su existencia ante la
Administración tributaria, por cualquiera de los medios de prueba admisibles en derecho.

4



JURISPRUDENCIA

3. La destrucción total o pérdida irremediable de los productos objeto de los impuestos especiales de
fabricación como consecuencia de la autorización de las autoridades competentes del Estado miembro en
el que dicha destrucción o pérdida se haya producido, siempre que los productos se encuentren en régimen
suspensivo. Se considerará que los productos han sido destruidos totalmente o han sufrido una pérdida
irremediable cuando no puedan utilizarse como productos sujetos a impuestos especiales y se demuestre a
satisfacción de las autoridades competentes del Estado miembro en que se hayan producido o detectado".

De lo expuesto en dicho precepto se deduce que las pérdidas derivadas de caso fortuito o fuerza mayor no están
sujetas a dicho impuesto si no exceden de los porcentajes que se fijen reglamentariamente, y si exceden es
necesario probar su existencia ante la Administración Tributaria. Pero en ningún caso se exige la prueba de que
no van a ser utilizadas las marcas fiscales, lo que sí ocurre con lo dispuesto en el art. 6.3. Por consiguiente, la
doctrina de la STJUE de 13.12.2007, asunto C-374/06 , se refiere a un supuesto de no devolución derivado de una
circulación de productos en diferentes países conforme al art. 22 de la directiva 92/12 , lo cual no constituye el
supuesto de autos. En cuanto a la sentencia de esta Sala y Sección de fecha 22.3.2010, recurso 623/2008 , se
refiere a un supuesto en que el robo se produjo por falta de diligencia del depositario, lo que tampoco constituye
el caso examinado.

Por tanto, conforme a lo expuesto no puede decirse que en este caso se ha producido una salida irregular del
régimen suspensivo imputable a la actora.

Por último, también hay que indicar que el robo por parte de un tercero equivale a la fuerza mayor o caso fortuito
como lo ha venido entendiendo reiterada Jurisprudencia del Tribunal Supremo ( STS Sala 1ª de 15.3.1990  y
9.9.1996, recurso 1902/1989, y de la Sala 3 ª de fecha 8.3.1993 ), y en el mismo sentido art. 1784 del CC .

En consecuencia, acreditada la existencia de fuerza mayor o el caso fortuito, porque es innecesario en el presente
caso su distinción cuando el art. 6.2 los equipara- por el robo producido en el depósito fiscal y aduanero, tiene
lugar la no sujeción de las pérdidas producidas, conforme a la doctrina expuesta en la SAN de 14.5.2007, recurso
378/2005 ".

Ello determinó, de un modo causalmente directo, la estimación del recurso jurisdiccional entablado, por
considerar la Sala a quoque concurre, por causa del robo sufrido, una pérdida de productos objeto de los
impuestos especiales de fabricación-en este caso, mercancía depositada consistente en tabaco-, acaecidas en
régimen suspensivo, por caso fortuito o de fuerza mayor.

En la instancia no se discutió que el robo hubiera tenido lugar, así como tampoco fue controvertida la ausencia
de culpa o negligencia del operador titular del depósito, a fin de integrar los conceptos de caso fortuito o fuerza
mayor, lo que habilitaba la no sujeción por la salida del producto (puesto que ésta ha sido forzosa).

CUARTO.-El escrito de preparación del recurso de casación por el Abogado del Estado. El escrito de
interposición.

El Abogado del Estado preparó el recurso de casación sin hacer la menor alusión a la confusión procesal
padecida en la instancia, antes referida, si bien formula un relato de los hechos acaecidos, en la preparación,
que resulta de interés:

"Los hechos básicos, que han dado lugar a la sentencia recurrida, se refieren, como hemos visto, a una sociedad
que se dedica al suministro de mercancías a tiendas «duty free». La actora dispone de unas instalaciones en
Gavá que son a la vez depósito aduanero y depósito fiscal. Durante la noche del 30 al 31 de mayo de 2015 se
produjo un robo en de depósito aduanero como de depósito fiscal. El robo fue denunciado a la policía y a las
autoridades aduaneras".

En su escrito de interposición del recurso, invoca en su favor la aplicación de las Directivas 92 12/CEE y
2008/118/CEE, de 18 de diciembre, de Consejo de la UE, en tanto configuran una noción de fuerza mayor, como
concepto autónomo del Derecho de la Unión. Al efecto, del art. 7.4 de la Directiva 2008/118/CEE resulta lo
siguiente:

"4. La destrucción total o pérdida irremediable de productos sujetos a impuestos especiales en régimen
suspensivo por causa inherente a la propia naturaleza de la mercancía, a circunstancias imprevisibles o fuerza
mayor, o bien como consecuencia de la autorización de las autoridades competentes del Estado miembro, no
se considerará despacho a consumo.

A efectos de la presente Directiva, los productos se considerarán totalmente destruidos o perdidos de forma
irremediable cuando ya no puedan utilizarse como productos sujetos a impuestos especiales.
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Cuando se produzca una destrucción total o pérdida irremediable de productos sujetos a impuestos especiales,
esta deberá demostrarse a satisfacción de las autoridades competentes del Estado miembro en que se haya
producido o detectado, si no es posible determinar dónde se ha producido".

QUINTO.-Criterio de la Sala.

1. A la vista de la conducta de la Administración, que no contestó verdaderamente a la demanda, pues presentó
la oposición a un acto diferente al impugnado, surge en un principio la duda de si cabría reputar cuestión nuevala
planteada en la pretensión casacional. Sin embargo, el inconveniente de esta solución reside en que el auto
de admisión no reparó en tales circunstancias procesales y formuló la cuestión casacional, reseñada, sobre
la interpretación del art. 6.2 LIIEE, habida cuenta, además, de que la sentencia impugnada había afrontado el
análisis de fondo de la cuestión y que el auto de admisión no se hace eco de tal circunstancia.

Aunque ese error procesal de parte no puede ser orillado, pues en el debate de instancia no ha estado presente
la aplicación del art. 7.4 de la Directiva 2008/118/CEE, ni como norma de aplicación directa, ni como vía
interpretativa del art. 6.2 LIIEE, la Sala se inclina, en este trance, por considerar que debe afrontar la respuesta
a las cuestiones que se integran en el auto de admisión como portadoras de interés casacional pasando.
Ello supone, en cierto modo, pasar por alto que en el proceso de instancia no se alegó ni pudo tomarse en
consideración la interpretación jurídica que ahora, en sede casacional, se propugna como elemento esencial
del recurso. No obstante ello, la materia que debe presidir, en todo caso, nuestra interpretación jurídica -a los
fines de integrar la noción de fuerza mayor contenida en el art. 6.2 de la Ley de los Impuestos Especiales
(LIIEE) está armonizada en el ámbito del Derecho de la Unión Europea, lo que equivale a decir que el riesgo de
asumir una postura disconforme con este ordenamiento nos lleva a afrontar, de un modo directo, el examen
de las cuestiones planteadas en el recurso de casación que, aun sin invocación directa, podrían haber sido,
eventualmente, analizadas en la sentencia de instancia, en virtud de la aplicación del principio jurídico general
iura novit curia.

2. Para acometer ese análisis, es preciso señalar que la tesis que mantiene la AEAT en el recurso de casación se
fundamenta en una interpretación de la Ley española (el art. 6.2 LIIEE) sobre la base de la Directiva 2008/188/
CEE que, en todo caso, sería preciso dilucidar si es de aplicación directa y, en especial, si lo sería en perjuicio
de los ciudadanos, o si, por el contrario, solo podría hacerse presente del modo en que hubiera sido traspuesta
o incorporada a nuestro ordenamiento interno.

Todo ello en virtud de la prohibición, conforme a una reiterada jurisprudencia comunitaria, del llamado efecto
directo vertical descendente,tal como razona la entidad recurrida para impetrar de este Tribunal Supremo que
dicte una sentencia desestimatoria del recurso, por la que se confirme la dictada por la Sala de instancia.

Está prohibido, pues, conforme a una reiterada jurisprudencia comunitaria, el llamado efecto directo vertical
descendentede las Directivas.

3. Al efecto, se señala por ALTIMEX en su oposición al recurso que la interpretación del artículo 6.2 LIIEE y del
artículo 7.4 de la Directiva 2008/118 CE del Consejo, relativa al régimen general de los impuestos especiales,
y por la que se deroga la Directiva 92/12/CEE (Directiva 2008/118/CE), defendida en casación, vulnera el
derecho de defensa consagrado en el artículo 48.2 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea
(CDFUE). La Carta no es ajena al proceso que examinamos (art. 51), dado el carácter armonizado de los
impuestos especiales y la aplicabilidad al caso del Derecho de la Unión.

El artículo 6.2 LIE vigente en el momento de los hechos, señalaba, como un caso de no sujeción:

"...Las pérdidas de productos objeto de los impuestos especiales de fabricación, acaecidas en régimen
suspensivo, por caso fortuito o de fuerza mayor, cuando no excedan de los porcentajes que se fijen
reglamentariamente o, cuando excediendo de los mismos, se haya probado su existencia ante la Administración
tributaria, por cualquiera de los medios de prueba admisibles en derecho".

De dicho texto deriva que, conforme al art. 6.2 LIIEE, por sí solo analizado, si concurre una situación de caso
fortuito o fuerza mayor, lo que aquí no se discute, la única limitación a la no sujeción es la relativa a los
porcentajes de pérdida, que es cuestión que no ha sido discutida en el proceso de instancia, ni tampoco en
casación.

La sentencia a quointerpreta el art. 6.2 LIIEE de la siguiente forma:

"De lo expuesto en dicho precepto se deduce que las pérdidas derivadas de caso fortuito o fuerza mayor no
están sujetas a dicho impuesto si no exceden de los porcentajes que se fijen reglamentariamente, y si exceden
es necesario probar su existencia ante la Administración Tributaria. Pero en ningún caso se exige la prueba de
que no van a ser utilizadas las marcas fiscales,lo que sí ocurre con lo dispuesto en el art. 6.3".
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De tal exégesis, la Audiencia Nacional deriva que

"...no puede decirse que en este caso se ha producido una salida irregular del régimen suspensivo imputable a la
actora», porque (i) se produjo una sustracción de tabaco en el depósito de ALTIMEX, (ii) «el robo por parte de un
tercero equivale a la fuerza mayor o caso fortuito como lo ha venido entendiendo reiterada Jurisprudencia del
Tribunal Supremo ( STS Sala 1ª de 15.3.1990  y 9.9.1996, recurso 1902/1989, y de la Sala II  de fecha 8.3.1993
), y en el mismo sentido art. 1784 del CC ; y (iii) Altimex actuó con la diligencia debida al respecto".

4. Sin embargo, el Abogado del Estado sostiene -por primera vez en casación- que el robo no constituye un
supuesto de caso fortuito o de fuerza mayor, a efectos del art. 6.2 LIIEE, por lo que incumbe al operador
económico (ALTIMEX) probar que los productos sujetos a los impuestos especiales de fabricación robados no
van a ser objeto de venta, como se deduce del art. 7.4 Directiva 2008 118/CE y de la interpretación realizada
por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE).

Por el contrario, aduce Altimex, para refutar tal argumentación, que lo que se pretende en el recurso de casación
es exigirle que, para disfrutar del supuesto legal de no sujeción del art. 6.2 LIIEE, debe probar fehacientemente
la destrucción de los productos sustraídos, lo que considera una probatio diabólica,una vez acreditada la
existencia del robo y la ausencia de connivencia o responsabilidad del operador que sufre el delito, como aquí
ocurre, según la propia sentencia, de la que se infiere que Altimex puso toda la diligencia que le era exigible
para tratar de evitar el robo.

Esa interpretación -se añade-, vistas sus consecuencias, implica desconocer totalmente el derecho a la defensa
de ese operador económico, consagrado en el artículo 48 CDFUE, cuestión a la que no es ajeno el hecho de
que se haya suscitado por vez primera con ocasión del recurso de casación.

Además de tal objeción, se alega en el escrito de oposición que la interpretación patrocinada en el recurso de
casación, en tanto añade un requisito extra a los fijados en el art. 6.2 LIIEE para definir qué es el caso fortuito
o fuerza mayor a los efectos de integrar el presupuesto de la no sujeción al impuesto, supondría reconocer un
efecto directo a la Directiva 2008/118/CE en perjuicio del administrado.

En suma, en el recurso de casación se viene a sostener que, como la disposición del Derecho interno (el artículo
6.2 LIE) difería de la Directiva de referencia (en el artículo 7.4), la jurisdicción española debe aplicar de forma
directa esta última para resolver el caso, toda vez que la Directiva incorpora un concepto autónomo de pérdida
o destrucción de las mercancías por razón, entre otras, de fuerza mayor.

5. Como es sabido, las directivas son -según las define el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico
(DPEJ)-, un "[a]cto jurídico adoptado por las instituciones de la Unión Europea que obliga a los Estados
a la consecución de un fin dejando a las administraciones nacionales libertad para elegir la forma y los
medios".Por lo tanto, obligan a los Estados Miembros, cuando proceda, para la consecución de resultados u
objetivos concretos de la Unión en un plazo determinado que se fija, dejando, sin embargo, a las autoridades
competentes de los Estados miembros la elección de la norma jurídica y de los medios adecuados para lograr
el fin propuesto.

Es connatural a las Directivas que los preceptos que las integran debe ser traspuesto, incorporado o asumido
en el Derecho interno de los Estados miembros, quienes en esa actividad necesaria de inserción adaptarán
el contenido de esos preceptos a las características nacionales, dentro del margen objetivo, mayor o menos,
que cada directiva permita. Dicho de otro modo, las Directivas solo tienen presencia, en principio, mediante
su recepción en el Derecho nacional.

Sin perjuicio de esa característica esencial, con la finalidad de proteger a los ciudadanos de la Unión contra
los efectos perjudiciales que les podría causar la no trasposición o la incorrecta o tardía trasposición de
las directivas por un Estado miembro, el TJUE ha consagrado desde la sentencia Van Gend en Loos-de 5 de
febrero de 1963, asunto 26/62 -, el llamado efecto directode las Directivas, siempre que sus disposiciones sean
incondicionales, suficientemente claras y precisas y atribuyan por sí solas derechos a los particulares.

Ahora bien, ese efecto directo reconocido por el TJUE a las directivas ha sido corregido, de forma deliberada,
ya que solo permite invocarlo a los particulares frente al Estado -efecto directo vertical-,pero no frente a otros
particulares -el llamado efecto directo horizontal-,y solo en un sentido unidireccional, el ascendente, por lo
que no lo puede invocarlo el Estado frente a los particulares -efecto directo descendente-,restricción que se
sustenta en el respeto de la seguridad jurídica.

La jurisprudencia del TJUE razona, sobre la seguridad jurídica como principio esencial jurídico que "los
principios de seguridad jurídica y de protección de los particulares exigen una expresión inequívoca que permita
a los interesados conocer sus propios derechos y obligaciones de modo claro y preciso, y cuyo respeto esté
garantizado por los tribunales"(así, se declara, entre otras, en las sentencias de 30 de enero de 1985, Comisión
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vs. Dinamarca -C-143/83-, apartado 10; y 28 de octubre de 1999, Comisión vs. Grecia -C-187/98-, apartado 54,
por mencionar las más significativas).

6. El efecto directode las directivas se configura, pues, como una garantía a favor de los particulares frente al
Estado miembro, y nace de la obligación que tienen estos de trasponer sus preceptos al ordenamiento interno;
y, precisamente por eso, no pueden invocar ese efecto directo si la norma interna resulta más favorable para los
particulares, pues esa condición de más favorable está condicionada, de un modo u otro, por la trasposición,
sus términos, el cumplimiento del plazo o, en su caso, el hecho de no haberla realizado.

Es obligado citar, en tal sentido, la fundamental sentencia del TJUE -asunto 8/81, de 19 de enero de 1982,
Ursula Becker y Finanzamt Münster-Innenstadt, cuyos parágrafos 29 y siguientes reflejan el efecto directo de
las directivas y su posibilidad de invocación por los particulares en sus relaciones con el Estado:

"...29. Si bien la Sexta Directiva implica indudablemente, para los Estados miembros, un margen de apreciación
más o menos importante para la ejecución de algunas de sus disposiciones, no se puede, sin embargo, negar a
los particulares el derecho a invocar aquellas disposiciones que, habida cuenta de su propio objeto, pueden ser
separadas del conjunto y aplicadas también separadamente. Esta garantía mínima, en favor de los justiciables
perjudicados por la inejecución de la Directiva, se desprende del carácter vinculante de la obligación impuesta a
los Estados miembros por el párrafo tercero del artículo 189 del Tratado. Esta obligación se vería privada de toda
eficacia si se permitiera a los Estados miembros anular, debido a su omisión, incluso los efectos que pueden
producir determinadas disposiciones de una Directiva en virtud de su contenido.

30. Por lo tanto, no puede invocarse el carácter general de la Directiva de que se trata, o el margen discrecional
que deja, por otra parte, a los Estados miembros, para negar cualquier efecto a aquellas disposiciones que,
habida cuenta de su objeto, pueden ser invocadas procedentemente ante los Tribunales, aun cuando la Directiva
no haya sido ejecutada en su conjunto.

31. En cuanto al contexto del artículo 13, el Finanzamt, apoyado por el Gobierno de la República Federal de
Alemania y por el Gobierno francés, señala más concretamente el margen de apreciación reservado a los Estados
miembros por la frase introductoria del punto B de este artículo, en la que se precisa que los Estados miembros
concederán la exención «en las condiciones por ellos fijadas» a fin «de asegurar la aplicación correcta y simple
de las exenciones previstas» y «de evitar todo posible fraude, evasión o abusos». Se ha alegado que, habida
cuenta de estas disposiciones, las cláusulas de exención del artículo 13 no son incondicionales; por tanto, no
pueden ser invocadas antes de que se hayan fijado las condiciones mencionadas".

Cabe, además, hacer una específica referencia a la sentencia de 26 de febrero de 1986, asunto Marshall/
Southampton and South-West Hampshire Area Health Authority (C-152/84), en la que el TJUE declara:

"[...] 46. Conviene recordar que según una jurisprudencia constante del Tribunal de Justicia (especialmente la
sentencia de 19 de febrero de 1982, asunto 8/81 , Becker, Rec. 1982, p. 53), en todos los casos en que las
disposiciones de una directiva se revelen, desde el punto de vista de su contenido, como incondicionales y lo
suficientemente precisas, los particulares podrán invocarlas frente al Estado, ya sea cuando éste se abstenga de
adaptar su Derecho nacional, en el plazo establecido, a la directiva, ya cuando realice una adaptación incorrecta.

47. Esta jurisprudencia tiene su fundamento en la consideración de que sería incompatible con el carácter
obligatorio que el artículo 189 confiere a la directiva excluir, en principio, que la obligación que la misma impone
puede ser invocada por las personas a quienes concierne. El Tribunal ha llegado a la conclusión de que el Estado
miembro que no haya adoptado, en los plazos previstos, las medidas de ejecución impuestas por la directiva no
puede oponer a particulares el propio incumplimiento de las obligaciones que aquélla comporta.

48. Por lo que respecta al argumento según el cual una directiva no puede ser invocada contra un particular, es
menester subrayar que según el artículo 189 del Tratado el carácter obligatorio de una directiva sobre el que se
basa la posibilidad de invocar ésta ante un órgano jurisdiccional nacional sólo existe respecto a «todo Estado
miembro destinatario». De ello se deriva que una directiva no puede, por sí sola, crear obligaciones a cargo de un
particular y que una disposición de una directiva no puede, por consiguiente, ser invocada, en su calidad de tal,
contra dicha persona. Conviene, pues, examinar si en el presente caso se puede considerar que la demandada
ha actuado en calidad de particular.

49. A este respecto hay que subrayar que, cuando los justiciables pueden invocar una directiva contra el Estado,
lo pueden hacer cualquiera que sea la calidad en que éste actúe, ya como empresario, ya como entidad pública.
En uno y otro caso es conveniente, en efecto, evitar que el Estado pueda sacar ventajas de haber ignorado el
Derecho comunitario.
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50. La aplicación de estas consideraciones a las circunstancias del presente caso incumbe al Juez nacional, que,
por otra parte, ha indicado a este respecto, en su resolución de remisión, que la demandada, la Southampton and
South-West Hampshire Area Health Authority (Teaching), es una autoridad pública".

En el mismo sentido que el declarado en la expresada sentencia, se pronuncia el TJUE en la de 11 de junio de
1987, asunto Pretore di Salò (C-14/86), que declara:

"[...] 18. El órgano jurisdiccional nacional pretende pues, fundamentalmente, saber si la Directiva 78/659 puede
tener, por sí misma y con independencia de la ley interna de un Estado, el efecto de determinar o de agravar la
responsabilidad penal de quienes infringen sus disposiciones.

19. A este respecto, el Tribunal de Justicia ya ha decidido en su sentencia de 26 de febrero de 1986 (Marshall,
152/84, Rec. 1986, pp. 723 y ss., especialmente p. 737) "que una directiva no puede crear por sí misma
obligaciones a cargo de un particular, y que lo dispuesto en una directiva no puede pues ser invocado como tal
contra dicha persona". De una directiva no incorporada al ordenamiento jurídico interno de un Estado miembro no
pueden derivarse pues obligaciones para los particulares frente a otros particulares ni, con mayor razón, frente
al propio Estado.

20. En consecuencia, procede responder a la segunda cuestión que la Directiva 78/659 del Consejo, de 18 de
julio de 1978 , no puede producir el efecto, por sí misma y con independencia de una ley interna de un Estado
miembro adoptada para su aplicación, de determinar o agravar la responsabilidad penal de los que infringen sus
disposiciones".

Esta doctrina ha sido reiterada por el TJUE en otras sentencias más recientes. Cabe mencionar, al respecto, las
de 8 de octubre de 2020 (C-568/2019), de 22 de diciembre de 2022 (C- 383/2021, asunto MO/Subdelegación
del Gobierno en Toledo) y de 11 de abril de 2024 ( C-16/2022). En la primera de ellas, en que se contesta a una
petición de decisión prejudicial planteada, por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Castilla-La Mancha, se afirma lo siguiente:

"33. A este respecto, es necesario recordar que, al aplicar el Derecho interno, y dentro de los límites que
establecen los principios generales del Derecho, los órganos jurisdiccionales nacionales deben interpretarlo en
la medida de lo posible a la luz de la letra y de la finalidad de la directiva de que se trate para alcanzar el resultado
que esta persigue (sentencia de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C-103/18 y C-429/18 , apartado 121).

34. En el caso de autos, parece que el órgano jurisdiccional nacional, encargado de dilucidar si está en
condiciones de interpretar la normativa nacional de que se trata en el litigio principal de conformidad con el
Derecho de la Unión, descarta que exista tal posibilidad. Considera que, en esta situación, se plantea la cuestión
de si cabe aplicar directamente la Directiva en cuestión cuando ello va en perjuicio de los interesados.

35. A este respecto, es preciso recordar que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, las directivas
no pueden, por sí solas, crear obligaciones a cargo de los particulares, pues los Estados miembros no pueden
invocar las disposiciones de las directivas, en su calidad de tales, contra dichas personas (véanse, en ese sentido,
las sentencias de 26 de febrero de 1986, Marshall, 152/84, apartado 48, y de 12 de diciembre de 2013, Portgás,
C-425/12 , apartado 22).

36. Por lo tanto, si la normativa nacional que es de aplicación a MO en el litigio principal establece que,
a los efectos de dicha normativa, la expulsión de los nacionales de terceros países que se encuentren en
territorio español solo puede ordenarse si existen circunstancias agravantes en la persona de dichos nacionales,
adicionales a su situación irregular, y esa misma normativa no puede interpretarse de conformidad con la
Directiva 2008/115 , extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente, el Estado miembro
no podrá basarse directamente en dicha Directiva para, a los efectos de lo dispuesto en ella, adoptar una decisión
de retorno respecto de MO y hacer cumplir esta aun cuando no existan circunstancias agravantes".

7. Por lo demás, esta misma Sala y Sección ha tenido ocasión de aplicar en favor de los administrados el efecto
directo de las Directivas, negándolo en caso del efecto directo vertical descendente. Cabe destacar, al efecto,
la sentencia nº 835/2021, de 10 de junio, rec. casación nº 1045/2020, en que se afirma lo siguiente:

"... El Derecho Comunitario y la doctrina del Tribunal de Justicia proscriben el efecto vertical inverso o
descendente, es decir, la posibilidad de que un Estado invoque los preceptos de una Directiva, no transpuesta al
ordenamiento interno o bien indebidamente transpuesta. Dicho de otro modo, la eficacia directa de la directiva no
puede generar obligaciones para el particular frente al Estado que no la ejecutó en plazo o de forma adecuada. El
Estado no puede ampararse en su propio incumplimiento para aplicar la directiva. En este sentido es de recordar
la Sentencia de fecha 26 de febrero de 1986, Asunto Marshall 154/84, en la que el Tribunal expone que:

«46 Es necesario recordar que, según constante doctrina del Tribunal de Justicia (en particular, su sentencia
de 19 de enero de 1982 Asunto 8/81, Becker Finanzamt Münster-Innenstadt (1982), p. 53), cuando las
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disposiciones de una directiva se presenten, en cuanto a su objeto, incondicionales y suficientemente precisas,
dichas disposiciones puedan ser invocadas por un particular contra el Estado cuando éste no cumpla la
trasposición de una Directiva al ordenamiento nacional dentro del plazo establecido o cuando trasponga
incorrectamente dicha Directiva.(...)

48 En cuanto al argumento de que una Directiva no puede invocarse en contra de un individuo, debe señalarse
que según el artículo 189 del Tratado CEE, el carácter obligatorio de una directiva, que constituye la base para
invocarla frente a un Tribunal Nacional, sólo existe en relación con "cada Estado miembro al que se dirige". De
ello se deduce que una directiva no puede crear por sí misma obligaciones a un particular y que una disposición
de una directiva no puede ser invocada como tal contra dicha persona».

En el mismo sentido la Sentencia de fecha 11 de junio de 1987, Asunto Pretore di Saló, C-14/86 , la cual señaló
que:

«18 El órgano jurisdiccional nacional pretende pues, fundamentalmente, saber si la Directiva 78/659 puede
tener, por sí misma y con independencia de la ley interna de un Estado, el efecto de determinar o de agravar la
responsabilidad penal de quienes infringen sus disposiciones.

19 A este respecto, el Tribunal de Justicia ya ha decidido en su sentencia de 26 de febrero de 1986 (Marshall,
152/84, Rec. 1986, pp. 723 y ss., especialmente p. 737) "que una directiva no puede crear por sí misma
obligaciones a cargo de un particular, y que lo dispuesto en una directiva no puede pues ser invocado como tal
contra dicha persona". De una directiva no incorporada al ordenamiento jurídico interno de un Estado miembro
no pueden derivarse pues obligaciones para los particulares frente a otros particulares ni, con mayor razón,
frente al propio Estado.

20 En consecuencia, procede responder a la segunda cuestión que la Directiva 78/659 del Consejo, de 18 de
julio de 1978, no puede producir el efecto, por sí misma y con independencia de una ley interna de un Estado
miembro adoptada para su aplicación, de determinar o agravar la responsabilidad penal de los que infringen
sus disposiciones».

En este sentido, en la sentencia de 9 de diciembre de 2003 (Asunto C-129/00 Comisión contra República Italiana
), dictada también con ocasión de un recurso por incumplimiento, el TJUE no se limitó a declarar incorrecta la
interpretación realizada por los órganos jurisdiccionales nacionales de un Estado miembro, sino que además
formuló expresamente las siguientes consideraciones:

«Apartado 29

"El fracaso de un Estado Miembro de su obligación se establecerá con arreglo al artículo 226 CE, cualquiera que
sea el organismo de dicho Estado cuya acción u omisión es la causa del incumplimiento de sus obligaciones,
incluso en el caso de una institución constitucionalmente independiente ( sentencia 77/69 Comisión v Bélgica
[1970] ECR 237, apartado 15)...".

...Apartado 33

"Cuando la legislación nacional ha sido objeto de diferentes interpretaciones jurisprudenciales pertinentes,
algunas que conducen a la aplicación de dicha legislación compatible con el Derecho comunitario, otras que
conduzcan a la aplicación contraria, procede considerar que, al menos, dicha legislación no es suficientemente
clara para garantizar una aplicación compatible con el Derecho comunitario[5]".

Apartado 41

"A la luz de las consideraciones anteriores, procede declarar que, al no modificar (2) El artículo 29 de la Ley
n º 428/1990, que es interpretado y aplicado por las autoridades administrativas y una proporción sustancial
de los tribunales, incluida la Corte suprema di cassazione, de tal manera que el ejercicio del derecho a la
devolución de los tributos percibidos en contra de las normas comunitarias se hace excesivamente difícil para
el contribuyente, la República Italiana ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del Tratado
CE[6]"».

A la vista de lo hasta ahora expuesto y por aplicación de la doctrina del TJUE, esta Sala comparte el criterio del
TEAC y de la sentencia recurrida y considera que una Directiva no puede generar obligaciones para el particular
frente al Estado que no la ejecutó en plazo o de forma adecuada, como sucede en el presente caso, lo que es
compatible con el reconocimiento que en la sentencia citada de 2015 hicimos de la aplicación del efecto directo
de la normativa comunitaria, lo que debe llevar ya a la desestimación del recurso".

8. En conclusión de lo expuesto, aunque se apreciara en este caso que se hubiera producido una defectuosa
o indebida transposición al Derecho interno español de la Directiva 2008/118 CE, cabe concluir que, de todos
modos, sus preceptos -además, en la medida en que se hubieran interpretado por el TJUE- solo podrían ser
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invocados por el particular, en su favor, si se considera que la norma interna es más gravosa o perjudicial para
su derecho que la previsión establecida en la Directiva, pero no procede a la inversa, esto es, no es admisible el
efecto directo vertical inverso que defiende el Abogado del Estado, plasmado en la invocación de esa Directiva,
en su artículo 7.4, para restringir el supuesto de no sujeción del artículo 6.2 LIE que, con arreglo a su redacción
vigente ratione temporis,es aplicable en este caso, al margen de la trasposición efectuada de la Directiva, en
su día, a nuestra ley nacional.

9. Expresado en otros términos, para acoger el criterio propugnado en este recurso de casación, sería necesario
aplicar de forma directa, al caso enjuiciado, el artículo 7.4 de la Directiva 2008/118/CE, en perjuicio del
interesado, lo que está vedado realizar a un Estado miembro, in malam partem,porque no sería un medio
tolerable para subsanar, por esa vía, la incorrecta o inconcreta trasposición de la directiva, como seguidamente
vamos a examinar.

Importa señalar que, en el supuesto que nos ocupa, la Directiva 2008/118/CEE, cuya proyección al caso
reivindica la Administración recurrente, se incorporó a nuestro ordenamiento en la Ley 38/1992, de 28
de diciembre, de Impuestos Especiales -LIIEE- en virtud de la Ley 2/2010, de 1 de marzo, que traspuso
determinadas Directivas en el ámbito de la imposición indirecta, entre otras determinaciones.

Esa Ley 2/2010 introdujo un nuevo apartado 3 del art. 6 de la LIIEE, siendo así que es precisamente en ese
apartado 3 donde se incorpora y materializa la exigencia de acreditación a la que se refiere el art. 7.4 de la
Directiva, que impone a quien solicita o sostiene la no sujeción al impuesto que pruebe que los productos
han sido destruidos totalmente o han sufrido una pérdida irremediable, lo que equivale a la prueba de que no
pueden utilizarse ulteriormente, ni aun de forma ilícita, como sujetos a impuestos especiales y se demuestre
a satisfacción de las autoridades competentes del Estado miembro en que se haya producido o detectado la
destrucción o pérdida.

10. Dicho lo anterior, es claro que la Directiva referida, bien o mal, se encarnó en la LIIEE, pero no afectaba
al caso del art. 6.2 LIIEE, que permanecía sin alteración, sino solo al apartado 3. Es indiferente que
esa trasposición fuera correcta o incorrecta, pues lo cierto es que el art. 6.2 no contiene ese requisito
complementario procedente de la Directiva que, se deduce de lo dicho, no modificó el art. 6.2 -pudiendo
hacerlo-, sino que introdujo un apartado 6.3 LIIEE, previsto para un caso muy distinto.

El art. 6.2 se refiere, como ya hemos visto, a "[la] destrucción total o la pérdida irremediable, total o parcial,
de productos objeto de los impuestos especiales de fabricación, acaecidas en régimen suspensivo, por caso
fortuito o de fuerza mayor".Para este caso de no sujeción, nunca ha habido otro requisito que el contenido en su
texto, que únicamente condiciona el reconocimiento de la no sujeción, cuando concurre la fuerza mayor -que,
en este caso, no ha dado lugar a controversia-, si esa destrucción o pérdida de las mercaderías no excede de los
porcentajes que se fijen reglamentariamente, y si excede es necesario probar su existencia ante la Administración
Tributaria",aspecto éste del precepto que no ha sido polémico aquí.

Por su parte, el art. 6.3 LIIEE, afectado en 2010 por la trasposición de la Directiva 2008/118/CEE, prevé otra
hipótesis distinta de no sujeción: "[l]a destrucción total o pérdida irremediable, total o parcial, de los productos
objeto de los impuestos especiales de fabricación como consecuencia de la autorización de las autoridades
competentes del Estado miembro en el que dicha destrucción o pérdida se haya producido, siempre que los
productos se encuentren en régimen suspensivo".

Parece evidente, por lo tanto, que ambas hipótesis, aun referidas a pérdidas de productos objeto gravamen
por medio de los impuestos especiales de fabricación, acaecidas en régimen suspensivo -como resulta ser el
caso- difieren notablemente en sus respectivas causas desencadenantes, siendo así que el robo de las labores
de tabaco y, con ello, la situación de caso fortuito o fuerza mayor -que aquí no se discute, declarada por la Sala
de instancia- es susceptible de ubicación en el art. 6.2 LIIEE, que no ha sido afectado, formal ni materialmente,
por la Directiva 2008/118/CEE.

SEXTO.-Jurisprudencia que se establece.

De conformidad con lo que hemos razonado, se establece la siguiente doctrina jurisprudencial, en la que damos
respuesta a la cuestión formulada en el auto de admisión como dotada de interés casacional objetivo para
formar jurisprudencia:

1.- Para apreciar la concurrencia, conforme al artículo 6.2 de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales, de caso
fortuito o fuerza mayor, a efectos de la no sujeción al impuesto en las circunstancias examinadas -robo de
mercancías consistentes, en esencia, de tabaco de distintas marcas, de las instalaciones de una empresa,
que son a la vez depósito aduanero y fiscal-, no cabe examinar otros requisitos ni imponer otras obligaciones
de prueba que los que establece dicho precepto, esto es, cuando no excedan de los porcentajes que se fijen
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reglamentariamente o, cuando excediendo de ellos, se haya probado su existencia ante la Administración
tributaria, por cualquiera de los medios de prueba admisibles en derecho.

2.- En particular, no cabe exigir al titular del depósito que acredite, conforme a lo establecido en el art. 7.4 de la
Directiva 2008/118/CEE, a satisfacción de las autoridades españolas, que los productos han sido totalmente
destruidos o perdidos de forma irremediable por no poder utilizarse ulteriormente, aun de forma ilícita, como
productos sujetos a impuestos especiales, porque esa aplicación extensiva es contraria al principio del
Derecho de la Unión Europea que prohíbe el efecto directo vertical de las Directivas en casos ajenos a la realidad
de la trasposición efectuada.

SÉPTIMO.-Pronunciamiento sobre costas.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 93.4 LJCA, al no haber mala fe o temeridad en ninguna de las partes,
no procede declaración de condena al pago de las costas causadas en este recurso de casación.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido :

1º)Fijar los criterios interpretativos sentados en el fundamento jurídico sexto de esta sentencia.

2º)No ha lugar al recurso de casación deducido por el Abogado del Estado, en nombre y representación de la
ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADOcontra la sentencia de 26 de enero de 2023, dictada por la Sección
Séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional en el recurso nº 964/2019.

3º)No hacer imposición de las costas procesales del recurso de casación.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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